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TESIS 
 
 

Registro digital: 2030322  

Undécima Época  

Materia(s): Penal, Común 

Tesis: 1a./J. 35/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
 
AUTORIDADES INDÍGENAS EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE SU 
QUEJA CUANDO INTERVENGAN COMO TERCERAS INTERESADAS EN RECURSOS DE REVISIÓN EN 
MATERIA PENAL. 
 
Hechos: Tres personas indígenas fueron sancionadas por la Asamblea General Comunitaria de 
Santiago Tlazoyaltepec, Oaxaca, con veinte años de cárcel por un presunto desvío de recursos. 
Esta determinación se convalidó por la Sala de Justicia Indígena del Estado de Oaxaca, al considerar 
que si bien el artículo 38, fracción I, inciso b), de la Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas y Afromexicano de dicha entidad federativa limita la jurisdicción de la Asamblea General 
Comunitaria indígena en materia penal a aquellos delitos que estén sancionados en el Código Penal 
local con pena que no exceda de dos años de prisión, lo cierto era que dicho límite resultaba 
inconstitucional, por lo que procedió a inaplicar el precepto. 
En desacuerdo, las tres personas indígenas sancionadas promovieron un juicio de amparo directo. 
El Tribunal Colegiado les concedió la protección constitucional al considerar que la Sala responsable 
inaplicó el criterio que tuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo 
en revisión 202/2021, en el que se reconoció que la justicia indígena del Estado de Oaxaca no era 
absoluta, sino que tenía límites. De acuerdo con el artículo 38 de la Ley de Derechos de los Pueblos 
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y Comunidades Indígenas y Afromexicano del Estado de Oaxaca estos límites son que la materia de 
las controversias verse sobre delitos que estén sancionados en el Código Penal del Estado de 
Oaxaca, con pena económica o corporal que no exceda de dos años de prisión, sobre faltas 
administrativas y de policía, entre otros. 
Inconformes, las autoridades municipales del Ayuntamiento de Santiago Tlazoyaltepec, Oaxaca, en 
su calidad de terceras interesadas, interpusieron un recurso de revisión, que fue resuelto por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Criterio jurídico: Cuando una autoridad indígena acude al recurso de revisión, en su calidad de 
tercera interesada, en relación con un asunto en materia penal en el que además no se le reconoció 
el carácter de ofendida, la persona juzgadora no puede suplir la deficiencia de la queja, por lo que 
si sus agravios no combaten frontalmente los razonamientos y fundamentos de la sentencia 
recurrida, éstos deberán declararse inoperantes. 
Justificación: El artículo 79, fracción III, de la Ley de Amparo dispone que debe suplirse la queja 
deficiente en materia penal en favor de la persona inculpada o sentenciada y en favor de la parte 
ofendida o de la víctima, en los casos en los que tenga el carácter de quejoso o adherente. 
En ese sentido, cuando acude la autoridad indígena al recurso de revisión, en su calidad de tercera 
interesada y sin tener reconocido el carácter de ofendida del delito, no es posible suplir la queja 
deficiente en su favor, dado que, por un lado, no se encuentra en alguno de los supuestos 
contemplados por la Ley de Amparo y, por el otro, tampoco puede considerarse que se encuentre 
en una clara desventaja social para su defensa en el juicio, como sí sucedería en el caso de que 
acudieran al recurso las personas indígenas sancionadas con privación de su libertad. 
Amparo directo en revisión 4110/2024. 22 de enero de 2025. Mayoría de cuatro votos de las 
Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y María Fernanda Santos Villarreal. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030327 

Undécima Época  

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 37/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
CONVENIOS SOBRE ALIMENTOS FIRMADOS ANTE EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE 
LA FAMILIA (DIF). EN CASO DE INCUMPLIMIENTO, ES PROCEDENTE LA VÍA DE CONTROVERSIA 
FAMILIAR. 
 
Hechos: Una mujer solicitó, por la vía de controversia familiar, el reconocimiento, aprobación y 
elevación a sentencia ejecutoria de un convenio en materia de alimentos celebrado con el padre de 
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sus hijos ante el DIF. También solicitó el pago del adeudo reconocido en el convenio y de las 
pensiones alimenticias y, en caso de no lograrlo, la ejecución de la garantía pactada. 
El Juez resolvió que la vía de controversia familiar no era la idónea, por lo que dejó a salvo los 
derechos de la mujer y de sus hijos para hacerlos valer en la vía y forma correspondientes. La Sala 
familiar confirmó dicha determinación. 
Inconforme, la mujer promovió un juicio de amparo directo. En su sentencia, el Tribunal Colegiado 
estableció que si bien en la vía de controversia familiar sí podía reclamarse el pago de alimentos, 
esto no ocurría para elevar a categoría de sentencia un convenio celebrado ante el DIF, pues la vía 
era la de jurisdicción voluntaria. Inconforme, la mujer interpuso un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Conforme a la legislación civil del Estado de San Luis Potosí, los convenios sobre 
alimentos firmados ante el DIF, adquieren validez desde su celebración, lo que significa que desde 
ese momento las partes están obligadas a su cumplimiento, sin necesidad de homologación o 
reconocimiento por autoridad judicial. Sin embargo, cuando estos convenios no se cumplan 
voluntariamente, las partes pueden reclamar lo pactado en sede jurisdiccional interponiendo una 
controversia familiar. 
Si en la demanda que al respecto se presente, la parte actora solicita la homologación y el 
reconocimiento como sentencia ejecutoria de ese convenio, la persona juzgadora debe corroborar 
que la verdadera pretensión de la persona solicitante es que se cumpla dicho convenio y, si es así, 
dirigir el proceso a fin de que se ejecute lo acordado por las partes sobre los montos a cubrir por 
concepto de pensión alimenticia y los demás compromisos pactados. 
Justificación: De conformidad con el derecho de acceso a la justicia, las personas juzgadoras están 
obligadas a asumir una actitud de facilitadoras del acceso a la jurisdicción, es decir, que ante la duda 
entre dar trámite o no a un juicio en defensa de un derecho humano, debe elegirse la respuesta 
afirmativa. 
Además, tratándose de asuntos relacionados con la protección de los derechos de familia, el artículo 
1139 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí establece claramente 
que se podrá acudir ante la autoridad familiar a solicitar cualquier cuestión en materia de alimentos 
sin que para tal efecto se deba cumplir con alguna formalidad. 
Por lo tanto, para determinar si es procedente la vía de controversia familiar cuando una persona 
solicita el reconocimiento de sentencia ejecutoria de un convenio de alimentos celebrado ante el 
DIF, la persona juzgadora debe partir de la base de que esos convenios gozan de ejecutividad, lo que 
implica que se puede reclamar su cumplimiento al deudor alimentario sin necesidad de aprobación 
judicial previa. 
En ese sentido, la persona juzgadora está obligada a hacer un análisis integral de la demanda para 
definir si la pretensión real de la persona solicitante es que se ejecute ese convenio ante los adeudos 
en los que ha incurrido la persona deudora alimentaria, lo cual conforme a la legislación procesal 
civil del Estado de San Luis Potosí sí encuadra en la vía de controversia familiar. 
Amparo directo en revisión 3274/2020. 29 de junio de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros y la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat, en su ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2030328 

Undécima Época  

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 36/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
CONVENIOS SOBRE ALIMENTOS FIRMADOS ANTE EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE 
LA FAMILIA (DIF). SON VÁLIDOS DESDE SU CELEBRACIÓN, POR LO QUE LAS PARTES ESTÁN 
OBLIGADAS A SU CUMPLIMIENTO. 
 
Hechos: Una mujer solicitó, por la vía de controversia familiar, el reconocimiento, aprobación y 
elevación a sentencia ejecutoria de un convenio en materia de alimentos celebrado con el padre de 
sus hijos ante el DIF. También solicitó el pago del adeudo reconocido en el convenio y de las 
pensiones alimenticias y, en caso de no lograrlo, la ejecución de la garantía pactada. 
El Juez resolvió que la vía de controversia familiar no era la idónea, por lo que dejó a salvo los 
derechos de la mujer y de sus hijos para hacerlos valer en la vía y forma correspondientes. La Sala 
familiar confirmó dicha determinación. 
Inconforme, la mujer promovió un juicio de amparo directo. En su sentencia, el Tribunal Colegiado 
estableció que si bien en la vía de controversia familiar sí podía reclamarse el pago de alimentos, 
esto no ocurría para elevar a categoría de sentencia un convenio celebrado ante el DIF, pues la vía 
era la de jurisdicción voluntaria. Inconforme, la mujer interpuso un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: En términos de la legislación civil del Estado de San Luis Potosí, los convenios sobre 
alimentos firmados ante el DIF, adquieren validez desde su celebración, pues se trata de acuerdos 
de voluntades en los que las partes estipulan la forma de cumplir con la obligación alimentaria y se 
realizan acompañados por las personas expertas en materia familiar de dicha institución. Por lo 
tanto, para proceder a su cumplimiento no es necesario que una persona juzgadora se pronuncie 
previamente sobre su validez. 
Justificación: De conformidad con lo dispuesto por los artículos 2774 y 2783 del Código Civil para el 
Estado de San Luis Potosí, son válidos desde su celebración los convenios en los que las partes 
acuerdan hacerse mutuas concesiones para acabar con una controversia presente o prevenir una 
futura, siendo exigibles sus cláusulas con carácter ejecutivo. 
Al respecto, los convenios sobre alimentos entre la persona acreedora alimentaria y la deudora 
alimentaria, celebrados ante el DIF, gozan de ese reconocimiento. Esto es así, pues se trata de actos 
jurídicos realizados exclusivamente entre los particulares que intervienen como partes, con el 
auxilio profesional de personas expertas en la materia, quienes sólo intervienen para facilitar la 
comunicación entre quienes están en conflicto y dar fe de los acuerdos a que han llegado. 
En efecto, el Estado ha autorizado a algunos organismos públicos para asesorar a las personas 
integrantes de las familias, a fin de resolver los problemas que surjan en el seno de sus relaciones, 
sin necesidad de acudir a un procedimiento jurisdiccional, por lo que se les autoriza a intervenir 
como mediadores, asesorando a las partes para el logro de acuerdos o de convenios, tal es el caso 
del DIF. 
En ese sentido, si bien los mediadores públicos, con su intervención, no ejercen autoridad soberana 
del Estado sobre dichos acuerdos de voluntades, como si se tratara de una sentencia definitiva 
dictada por un órgano jurisdiccional e impuesta imperativamente a las partes litigantes, sí facilitan 
la terminación de un conflicto familiar de forma rápida y eficiente. Además, estos convenios no 
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constituyen documentos privados, sino que adquieren el carácter de documentos públicos, al haber 
sido celebrados ante una autoridad en ejercicio de sus funciones. 
Por lo tanto, no es necesario el reconocimiento judicial de estos convenios para que sean exigibles 
sus cláusulas entre las partes. Sin que eso signifique que las partes queden en estado de indefensión, 
ya que la ley prevé que pueden estar en aptitud de demostrar alguna causa de nulidad o de 
comprobar el cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 
Amparo directo en revisión 3274/2020. 29 de junio de 2022. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros y la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat, en su ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030337 

Undécima Época  

Materia(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 38/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DELITO DE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE ASISTENCIA FAMILIAR. LA CONDUCTA TÍPICA 
CONTEMPLADA EN EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE YUCATÁN, NO TRANSGREDE LOS 
PRINCIPIOS DE MÍNIMA INTERVENCIÓN Y DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
 
Hechos: Una mujer y un hombre decidieron disolver su vínculo matrimonial, por lo que el Juez de 
Oralidad Familiar condenó al señor al pago de pensión alimentaria para sus hijos menores de edad, 
pero incumplió con esa obligación. Por esos hechos, fue sentenciado en primera y segunda 
instancias por la comisión del delito de incumplimiento de obligaciones de asistencia familiar. 
Inconforme, el sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que reclamó la 
inconstitucionalidad de dicho delito, previsto en el artículo 220 del Código Penal del Estado de 
Yucatán, al considerar que vulnera el principio de mínima intervención, pues deriva de una 
obligación de carácter familiar, aunado a que establece sanciones desproporcionadas. El Tribunal 
Colegiado negó la protección constitucional, por lo que el quejoso interpuso un recurso de revisión 
en el que reiteró que la norma impugnada es inconstitucional. 
Criterio jurídico: El delito de incumplimiento de obligaciones de asistencia familiar previsto en el 
Código Penal del Estado de Yucatán no vulnera el principio de mínima intervención en materia 
penal. Su inclusión en esta rama del derecho se justifica ante la insuficiencia de las normas civiles 
para hacer frente a esa conducta, lo que amerita una protección reforzada del derecho a recibir 
alimentos, especialmente para el desarrollo de niñas, niños y adolescentes. 
Además, la pena de uno a cuatro años de prisión prevista para ese delito es consistente con las 
sanciones reguladas para los delitos que afectan en mayor o menor medida a la familia, por lo cual 
no se vulnera el principio de proporcionalidad de las penas. 
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Justificación: El delito de incumplimiento de obligaciones de asistencia familiar, establecido en el 
artículo 220 del Código Penal del Estado de Yucatán, sanciona a quien sin motivo justificado deje de 
proporcionar los recursos necesarios para atender a la subsistencia de sus ascendientes, hijos o 
cónyuge. 
Por su parte, el principio de mínima intervención en materia penal implica que sólo las conductas 
que afecten en mayor medida los bienes jurídicos tutelados por la sociedad, ameritan la imposición 
de sanciones de naturaleza penal por parte del Estado. 
En ese sentido, el referido tipo penal subyace como una respuesta estatal frente a las demandas 
sociales de acceder a una solución definitiva para obtener alimentos por parte de quien tiene 
derecho a ellos, ante al desamparo que producen quienes, a pesar de estar obligados judicialmente 
a proporcionarles los elementos necesarios para su subsistencia, no cumplen con su deber. 
El delito no se configura como la respuesta principal del Estado para garantizar el acceso a los 
alimentos, ya que el derecho a éstos se encuentra previsto en la legislación civil, sino que se traduce 
en una solución adicional justificada para asegurar que los deudores alimentarios cumplan con su 
obligación de proveer lo necesario para la supervivencia, bienestar pleno y sano desarrollo de sus 
acreedores. 
La norma examinada no sanciona un daño en concreto, sino la condición de peligro que genera la 
omisión de proporcionar alimentos. Por lo cual implica una protección reforzada al derecho a 
recibirlos como un bien jurídico de mayor valía, atendiendo a que afecta de manera significativa el 
desarrollo de personas en situación de vulnerabilidad, especialmente de niñas, niños y 
adolescentes, lo cual amerita una mayor protección conforme al principio de interés superior de la 
infancia. Estas circunstancias justifican la inclusión en el orden penal de la conducta descrita en el 
referido precepto, lo cual cumple con el principio de mínima intervención. 
Asimismo, no resulta desproporcional la sanción de uno a cuatro años de prisión para el citado 
delito, en atención a un análisis comparativo de las penas que establece el mismo ordenamiento 
para los ilícitos que afectan el mismo bien jurídico –tertium comparationis–. 
Dicha sanción refleja un reproche social razonable y congruente porque, por un lado, el delito en 
cuestión establece penas mayores que las previstas, por ejemplo, para el delito de matrimonio 
celebrado de manera contraria a la ley. En cambio, se establecen sanciones más altas para delitos 
como el de violencia familiar que lesiona en mayor medida el bien jurídico protegido. 
En conclusión, el tipo penal de incumplimiento de obligaciones de asistencia familiar y sus sanciones 
establecidas en la norma impugnada no vulnera los principios de mínima intervención en materia 
penal y de proporcionalidad de las penas que derivan del artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
Amparo directo en revisión 7236/2023. 19 de junio de 2024. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030338 

Undécima Época  

Materia(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 46/2025 (11a.) 
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Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

 
DELITOS DE MALTRATO ANIMAL. LOS ARTÍCULOS 350 BIS Y 350 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL (HOY CIUDAD DE MÉXICO), NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 
Hechos: Una persona perteneciente a la santería cubana o tradicionalismo ifá-orisha promovió un 
juicio de amparo indirecto para controvertir la constitucionalidad de los delitos enunciados en los 
artículos 350 Bis y 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), los 
cuales penalizan conductas catalogadas como maltrato animal. A su parecer, el legislador de esa 
entidad federativa transgredió, entre otros, el principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, 
previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque los 
mencionados preceptos constituyen tipos penales en blanco. 
La Jueza de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo; en desacuerdo, la persona quejosa interpuso 
recurso de revisión y la Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial de la Ciudad de 
México interpuso revisión adhesiva. El Tribunal Colegiado revocó la determinación de 
sobreseimiento y reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el 
pronunciamiento del tema de constitucionalidad. 
Criterio jurídico: Los artículos 350 Bis y 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad 
de México), no violan el principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, porque la remisión a 
la ley local vigente que regule la protección y el bienestar de los animales para determinar qué debe 
entenderse por maltrato o crueldad animal, no los constituye en normas penales en blanco. 
Justificación: El legislador de la Ciudad de México estableció elementos de valoración jurídica en los 
delitos contra el maltrato animal que se prevén en los mencionados preceptos legales. Así, el último 
párrafo del artículo 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, señala 
que para lo relativo a actos de maltrato o crueldad animal se debe estar a lo dispuesto en la ley local 
vigente que regule la protección y el bienestar de los animales, en el caso, la Ley de Protección a los 
Animales de la Ciudad de México, la cual es una ley en sentido formal y material para todos los 
efectos del ordenamiento jurídico. 
Ahora bien, esa remisión no propicia la arbitrariedad en la actuación de la autoridad judicial, ya que 
la propia legislación sustantiva prevé las conductas y sanciones que pueden imponerse con base en 
parámetros y elementos objetivos, por lo que no existe margen de error o incertidumbre para el 
juzgador penal, ni para las personas a quienes va dirigida la norma, pues no limita saber cuál es la 
conducta que se considera ilícita. 
Por tanto, la referida remisión a una ley administrativa local de ninguna manera supone que las 
normas se traten de tipos penales en blanco, considerando que los términos "crueldad" y 
"maltrato", que contempla el delito de maltrato animal, constituyen elementos de valoración 
jurídica. 
Así, la persona juzgadora debe acudir a la Ley de Protección a los Animales de la Ciudad de México 
a efecto de constatar que la conducta imputada actualizó el contenido de dichos conceptos. Similar 
situación sucede con las expresiones "sufrimiento" y "agonía", que se causan previo a la muerte del 
animal, ya que constituyen elementos normativos de valoración cultural, respecto de los que basta 
acudir al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española para poder determinar su 
significado dentro del contexto de los tipos penales que se establecen. Ello, con independencia de 
los métodos que utilice el sujeto activo para ejecutarlos porque el bien jurídico del tipo penal es 
proteger la vida y la integridad de los animales. 
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Amparo en revisión 365/2024. 22 de enero de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

Registro digital: 2030343 

Undécima Época  

Materia(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 41/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DERECHO A LA IDENTIDAD Y A LA FILIACIÓN. ES INCONSTITUCIONAL IMPEDIR EL 
RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE LOS HIJOS POR PARTE DE SU PADRE BIOLÓGICO, CUANDO LA 
MADRE ESTÁ CASADA CON OTRO HOMBRE. 
 
Hechos: Una mujer se separó de su esposo, sin divorciarse, y años después comenzó una relación 
con otro hombre, con quien procreó a una niña. En ese sentido, la niña no es hija del esposo de la 
mujer, sino de su nueva pareja. 
Por lo anterior, la mujer y su pareja acudieron a registrar a la niña, pero esta solicitud les fue negada 
bajo el argumento de que en el Estado de Jalisco está prohibido que los hijos de una mujer casada 
sean registrados con el apellido de un hombre distinto al marido. 
En desacuerdo, la madre promovió un juicio de amparo indirecto en representación de su hija; sin 
embargo, el Juzgado de Distrito no analizó el fondo del asunto al considerar que no quedó 
acreditado el interés jurídico o legítimo de la quejosa. Inconforme, la promovente del amparo 
interpuso un recurso de revisión y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
reasumió su competencia originaria para conocerlo. 
Criterio jurídico: Son inconstitucionales los artículos 477 y 504 del Código Civil, así como el artículo 
47 de la Ley del Registro Civil, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, que prohíben que los 
hijos de una mujer casada sean registrados con los apellidos de un hombre que no sea su marido. 
Lo anterior, porque vulneran el interés superior de la infancia, pues establecen una prohibición que 
no tiene como finalidad la protección de la familia, sino que, por el contrario, se basan en 
estereotipos de género en torno a las relaciones extramaritales de las mujeres y, conforme a ello, 
impiden que las personas menores de edad tengan una filiación que coincida con su realidad 
biológica y que ésta se refleje adecuadamente en su acta de nacimiento. 
Justificación: La Convención sobre los Derechos del Niño y la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes establecen que las personas menores de edad tienen derecho a contar con el 
nombre y con los apellidos que les correspondan y a ser inscritas de forma inmediata después de su 
nacimiento. 
Esto significa que el Estado se encuentra obligado a respetar el derecho de niñas y niños a preservar 
su identidad y sus relaciones familiares y, por ende, a garantizar que la filiación jurídica coincida con 
la filiación biológica, cuando esto sea acorde con el interés superior de la niñez, salvo que exista 
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alguna circunstancia que conforme a las particularidades de cada caso lleve a considerar que la 
filiación debe determinarse de otra manera, como sucede en el caso de la adopción. 
En ese sentido, las normas civiles que impiden el reconocimiento voluntario de los hijos por parte 
de su padre biológico, cuando la madre está casada con otro hombre que no es el progenitor, 
vulneran el interés superior de la infancia. Esto es así, porque implican una restricción injustificada 
a los derechos a la identidad y a la filiación de las personas menores de edad. Además, se desconoce 
que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no protege únicamente a la familia 
nuclear que tradicionalmente ha sido vinculada al matrimonio, sino que tutela a la familia entendida 
como realidad social, lo cual se traduce en que esa protección debe cubrir todas sus formas y 
manifestaciones. 
Conforme a ello, las normas que impiden el reconocimiento voluntario por parte del padre biológico 
no persiguen una finalidad constitucionalmente imperiosa, por el contrario, su verdadera finalidad 
es perpetuar normas de comportamiento basadas en estereotipos de género y, conforme a esas 
limitantes, sancionar al hijo o a la hija de toda mujer casada que conciba con un hombre diferente 
a su esposo, lo cual resulta discriminatorio y, en consecuencia, inconstitucional. 
Amparo en revisión 386/2021. 30 de noviembre de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien está con el sentido, pero se separa del párrafo ochenta y cinco, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos 
Núñez y Shelin Josué Rodríguez Ramírez. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030345 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 1a./J. 34/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
EXPLOTACIÓN DEL AGUA. DERECHO A LA CONSULTA PREVIA DE LOS PUEBLOS Y LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS. 
 
Hechos: Pobladores de una comunidad indígena promovieron un juicio de amparo indirecto en el 
que reclamaron la emisión de un decreto y de diversos títulos de concesión que permitían la 
explotación industrial de las aguas superficiales de una cuenca hidrológica, al considerar que tales 
actos trasgredían su derecho al medio ambiente. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al considerar que los pobladores carecían de interés 
legítimo, ya que los actos reclamados no les irrogaban una afectación, al no tener efectos en el 
territorio que ocupa la comunidad indígena. Inconformes, las personas quejosas interpusieron un 
recurso de revisión. Al respecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó reasumir su 
competencia originaria para conocer del asunto. 
Criterio jurídico: El Estado debe garantizar el derecho a la consulta previa, libre e informada de los 
pueblos y las comunidades indígenas antes de emitir cualquier acto que sea susceptible de afectar 
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la región hidrológica de la cual se benefician, pues tal actuación puede repercutir en sus derechos 
al territorio indígena en relación con el uso preferente a sus recursos naturales, al agua y a un medio 
ambiente sano, tomando en cuenta el papel que tiene el agua no sólo para su subsistencia, sino 
también como parte de su patrimonio cultural y de sus tradiciones. 
Justificación: Conforme a lo dispuesto por el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y por los diversos 6 y 7 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, los pueblos y las comunidades 
indígenas tienen derecho a ser consultados. Esta consulta debe ser realizada mediante 
procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena fe, a través de sus representantes 
o autoridades tradicionales, antes de que los órganos estatales adopten cualquier acción o medida 
legislativa o administrativa susceptible de afectarles. 
Por lo tanto, antes de emitir cualquier acto estatal que pueda afectar la región hidrológica de la que 
se beneficia una comunidad indígena, como es el caso de las concesiones para utilizar o explotar 
industrialmente el agua, debe garantizarse su derecho a la consulta previa, libre e informada. Esto, 
tomando en cuenta que tales actos son susceptibles de afectar sus derechos al territorio indígena, 
en relación con el uso preferente de los recursos naturales, atendiendo a la especial importancia 
que tiene la tierra para su cultura, su desarrollo y sus valores espirituales, por ser parte intrínseca 
de sus tradiciones y de su patrimonio cultural, así como el derecho al agua y a un medio ambiente 
sano, ante la probable afectación de dicho recurso natural que es fundamental para la vida y la salud 
de la comunidad. 
En ese sentido, los permisos para explotar industrialmente el agua sin limitaciones pueden afectar 
la manera en la que se conservan, se cuidan y se aprovechan los recursos de los ríos impactando no 
sólo en las actividades diarias de subsistencia de las comunidades, sino también en la manera en la 
que ejercen su vida espiritual. Lo anterior, pues para los pueblos y las comunidades indígenas, la 
naturaleza es parte importante en el desarrollo de su cultura, de su cosmovisión, de sus creencias, 
de su patrimonio y de su identidad colectiva, debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. 
Amparo en revisión 709/2023. 10 de enero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez, Jorge Isaac Martínez Alcántar e 
Ivonne Karilu Muñoz García. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030346 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional, Común 

Tesis: 1a./J. 33/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

 
EXPLOTACIÓN DEL AGUA. INTERÉS LEGÍTIMO DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
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Hechos: Pobladores de una comunidad indígena promovieron un juicio de amparo indirecto en el 
que reclamaron la emisión de un decreto y de diversos títulos de concesión que permitían la 
explotación industrial de las aguas superficiales de una cuenca hidrológica, al considerar que tales 
actos trasgredían su derecho al medio ambiente. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al considerar que los pobladores carecían de interés 
legítimo, ya que los actos reclamados no les irrogaban una afectación, al no tener efectos en el 
territorio que ocupa la comunidad indígena. Inconformes, las personas quejosas interpusieron un 
recurso de revisión. Al respecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó reasumir su 
competencia originaria para conocer del asunto. 
Criterio jurídico: Para tener por acreditado el interés legítimo de las comunidades indígenas en un 
juicio de amparo indirecto en el que reclamen actos de autoridad que permitan la explotación del 
agua, por la vulneración del derecho al medio ambiente, basta con que demuestren que son 
beneficiarias de las aguas de la región hidrológica que puede ser afectada con motivo de la emisión 
de los actos reclamados, con independencia de que éstos se ejecuten fuera del territorio que ocupa 
la comunidad. 
Justificación: El interés legítimo para promover un juicio de amparo en materia ambiental depende 
de la especial situación que guarda la persona o la comunidad con el ecosistema que se considera 
vulnerado. Por lo tanto, si un determinado ecosistema se pone en riesgo o se ve afectado, la persona 
o la comunidad que se beneficia o aprovecha de los servicios ambientales que el ecosistema otorga 
tiene legitimación para acudir al juicio de amparo indirecto con el objeto de reclamar su protección. 
Uno de los criterios para identificar la relación entre la persona y los servicios ambientales es el 
concepto de entorno adyacente, conforme al cual son beneficiarias ambientales las personas que 
habitan o utilizan las áreas de influencia de un determinado ecosistema. 
Si bien el entorno adyacente constituye un concepto esencialmente geográfico, lo cierto es que no 
implica que esté limitado a un criterio de vecindad inmediata, sino que la delimitación de este 
espacio geográfico es amplia, pues se determina por los beneficios que prestan los ecosistemas y 
las zonas en donde éstos impactan. 
En ese sentido, para demostrar su interés legítimo, las comunidades indígenas que reclamen en un 
juicio de amparo indirecto actos de autoridad que puedan afectar una región hidrológica solamente 
deben acreditar que son beneficiarias de los servicios ambientales, con independencia de que los 
actos se ejecuten fuera del territorio que ocupa la comunidad, pues lo que se busca es proteger el 
sistema hidrológico que se encuentra conectado entre sí y cuya afectación podría impactar en la 
disponibilidad y calidad del agua. 
Amparo en revisión 709/2023. 10 de enero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez, Jorge Isaac Martínez Alcántar e 
Ivonne Karilu Muñoz García. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2030361 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 1a./J. 43/2025 (11a.) 
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Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
INSTITUCIONES EDUCATIVAS PRIVADAS. SU RESPONSABILIDAD CUANDO FORMAN PARTE DE UNA 
RED DE COLEGIOS CON UN MODELO EDUCATIVO HOMOLOGADO, FRENTE AL DERECHO DE 
ACCESO A LA EDUCACIÓN. 
 
Hechos: En el presente caso existe una red de colegios, integrada por diversas instituciones privadas, 
que cuentan con un modelo educativo homologado. Las escuelas están ubicadas en distintos 
estados de la República Mexicana y el mundo. 
Esta red de colegios cuenta con un "manual de traslados", cuyo objetivo es tener un procedimiento 
estandarizado para poder realizar de manera uniforme, rápida y sencilla el traslado del alumnado 
de un colegio a otro de la misma red, cuando exista una mudanza a otra ciudad, a fin de garantizar 
que se pueda continuar con la misma formación y modelo pedagógico. Para tal efecto, uno de los 
requisitos es la evaluación de diagnóstico académico para conocer las áreas de fortaleza y 
oportunidades del alumnado, el cual, según el propio manual, no es un examen de admisión y no 
puede reprobarse. 
Ahora bien, en el presente asunto una señora se casó con un señor, con quien procreó dos hijas, a 
quienes inscribió a un instituto educativo privado en la Ciudad de México, que pertenece a la citada 
red de colegios. Luego, se divorciaron y la señora inició una relación de concubinato con otro señor, 
con quien procreó a un niño, a quien también incorporó al mismo instituto. 
Tiempo después, la familia, formada por esta relación de concubinato, se mudó a Aguascalientes, 
por lo que los tres hijos menores de edad ingresaron a una escuela ubicada en esa entidad 
federativa, perteneciente a la misma red escolar, conforme a su manual de traslados. 
Posteriormente, la madre solicitó nuevamente el proceso de traslado de sus tres hijos al instituto 
original en la Ciudad de México. Sin embargo, el instituto negó el ingreso de los menores de edad, 
por haber reprobado los exámenes de admisión que les fueron practicados. 
En desacuerdo, la familia promovió un juicio ordinario civil en el que demandó a las instituciones 
educativas privadas de la Ciudad de México y de Aguascalientes el pago del daño moral, bajo el 
argumento de que el rechazo en el servicio educativo derivó de un acto discriminatorio por el estado 
civil de la madre, quien se había divorciado y vivía en concubinato. En primera y segunda instancias 
se absolvió a las demandadas, pues no se había acreditado la discriminación. 
Inconforme, la familia promovió un juicio de amparo directo que fue concedido por el Tribunal 
Colegiado, al considerar que, si bien no existió discriminación por el estado civil de la madre, sí la 
hubo por el hecho de haberles aplicado exámenes de admisión a los hijos que ya estaban inscritos 
en el sistema escolar. En contra de lo anterior, las instituciones educativas, en su carácter de terceras 
interesadas, interpusieron un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Las instituciones educativas privadas que forman parte de una red de colegios con 
un modelo educativo homologado, tienen la obligación de sujetarse a las normas mínimas 
establecidas por los entes estatales y por los tratados internacionales de derechos humanos, lo que 
implica que no pueden impedir de forma arbitraria el acceso al derecho a la educación del alumnado 
que busque su traslado de uno de esos colegios a otro. 
En ese sentido, no puede rechazarse la admisión del alumnado que solicita su traslado, bajo el 
argumento de que reprobó la evaluación de diagnóstico académico, cuando del propio manual de 
traslados de la red escolar se desprende que no se trata de un examen de admisión, sino que tiene 
como única finalidad detectar áreas de oportunidad y de fortaleza. 
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Justificación: De conformidad con los artículos 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 1o., 5o., 146 y 149 de la Ley General de Educación y 13(3) del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los particulares tienen el derecho de establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, diferentes a las impartidas por el Estado, para lo cual tienen libertad 
para configurar sus propias características e idearios, pero con la condición de que cumplan con las 
normas mínimas impuestas por los entes estatales y por los tratados internacionales de derechos 
humanos. 
Si bien las instituciones educativas privadas no tienen las mismas obligaciones del Estado, lo cierto 
es que sí tienen la obligación de no vulnerar este derecho, lo que implica un deber de carácter 
transversal para que en todas sus actuaciones se privilegie el acceso a la educación, a la luz del 
interés superior de la infancia y del principio de igualdad y no discriminación. 
Por lo tanto, no pueden seleccionar al alumnado de forma indebida, adoptar posturas en las que se 
reserven de forma unilateral y arbitraria el derecho de admisión, aplicar exámenes de admisión de 
forma selectiva y sin basarse en criterios objetivos conforme al grado que se desee cursar, o imponer 
barreras injustificadas o establecer requisitos que no están en su propia normatividad. 
En ese sentido, si bien la imposición de un examen de admisión para que niñas, niños y adolescentes 
ingresen a centros educativos particulares no constituye, por sí mismo, un acto de discriminación, 
lo cierto es que cuando la institución educativa a la que se solicita el ingreso pertenezca a la misma 
red escolar de la que forma parte el colegio en el que ya se estaba inscrito, dicha imposición sí puede 
representar una barrera injustificada para el acceso a la educación. 
Lo anterior, ocurre cuando el examen de admisión no sea un requisito previsto en su normativa 
interna, ya sean reglamentos o manuales, para el efecto de permitir el traslado entre una institución 
a otra perteneciente al mismo sistema escolar, sino que, por el contrario, más bien dicha normativa 
tenga como finalidad lograr un tránsito rápido y sencillo entre instituciones, a fin de que el alumnado 
pueda continuar con la misma formación y modelo pedagógico, mediante la aplicación de un 
examen diagnóstico que permita detectar áreas de oportunidad y fortalezas. 
En ese supuesto sí se estará frente a una práctica discriminatoria de la institución privada que afecta 
el núcleo esencial del derecho a la educación, en su vertiente de accesibilidad, al imponer un 
examen de admisión ajeno a su normativa que incide injustificadamente en la oportunidad de 
acceso y tránsito académico. 
Amparo directo en revisión 73/2023. 23 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez e Ivonne Karilu Muñoz García. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030367 

Undécima Época  

Materia(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 47/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
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PENALIZACIÓN DEL MALTRATO ANIMAL. LOS ARTÍCULOS 350 BIS Y 350 TER DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL (HOY CIUDAD DE MÉXICO), NO SON DISCRIMINATORIOS POR RAZÓN 
DE RELIGIÓN. 
 
Hechos: Una persona perteneciente a la santería cubana o tradicionalismo ifá-orisha promovió un 
juicio de amparo indirecto para controvertir la constitucionalidad de los delitos enunciados en los 
artículos 350 Bis y 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), los 
cuales penalizan conductas catalogadas como maltrato animal. A su parecer, el legislador de esa 
entidad federativa transgredió, entre otros, los derechos a la igualdad y no discriminación y libertad 
de religión reconocidos en los artículos 1o. y 24 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
La Jueza de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo; en desacuerdo, la persona quejosa interpuso 
recurso de revisión y la Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial de la Ciudad de 
México interpuso revisión adhesiva. El Tribunal Colegiado revocó la determinación de 
sobreseimiento y reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el 
pronunciamiento del tema de constitucionalidad. 
Criterio jurídico: La tipificación penal del maltrato animal en los artículos 350 Bis y 350 Ter del Código 
Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), no es discriminatoria por razón de religión. 
Justificación: Al tomar en cuenta que la discriminación se refiere a un trato diferenciado no 
justificado, el cual se funda en una distinción que genera un perjuicio negativo sobre los miembros 
de un grupo, se advierte que las mencionadas normas penales establecidas por el legislador de la 
Ciudad de México no incluyen un término de comparación que ocasionen un trato diferenciado 
entre los creyentes o no creyentes de la santería cubana. Por el contrario, la finalidad del legislador 
fue cumplir con el mandato de protección animal enunciado en la Constitución de esa entidad 
federativa, por lo que los destinatarios de las normas serán todas aquellas personas que maltraten 
a los animales sin distinción de creencia. De ahí que se determine que esas disposiciones no generan 
un mensaje estigmatizante destinado hacia la santería. 
Amparo en revisión 365/2024. 22 de enero de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2030368 

Undécima Época  

Materia(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 48/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      
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PENALIZACIÓN DEL MALTRATO ANIMAL. LOS ARTÍCULOS 350 BIS Y 350 TER DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL (HOY CIUDAD DE MÉXICO), NO TRANSGREDEN EL DERECHO A LA 
LIBERTAD DE RELIGIÓN. 
 
Hechos: Una persona perteneciente a la santería cubana o tradicionalismo ifá-orisha promovió un 
juicio de amparo indirecto para controvertir la constitucionalidad de los delitos enunciados en los 
artículos 350 Bis y 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), los 
cuales penalizan conductas catalogadas como maltrato animal. A su parecer, el legislador de esa 
entidad federativa transgredió, entre otros, el derecho a la libertad de religión reconocido en el 
artículo 24 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
La Jueza de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo; en desacuerdo, la persona quejosa interpuso 
recurso de revisión y la Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial de la Ciudad de 
México interpuso revisión adhesiva. El Tribunal Colegiado revocó la determinación de 
sobreseimiento y reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el 
pronunciamiento del tema de constitucionalidad. 
Criterio jurídico: El alcance del derecho a la libertad de religión se encuentra limitado por el propio 
texto constitucional al establecer que no protegerá las prácticas religiosas que hayan sido 
catalogadas como delitos; así, la penalización al maltrato animal enunciada en los artículos 350 Bis 
y 350 Ter del Código Penal para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), no vulnera el referido 
derecho. 
Justificación: De una interpretación conjunta de los artículos 24 y 130 de la Constitución Federal se 
concluye que la libertad de religión se encuentra limitada por las conductas catalogadas como 
delitos. Si bien, el mencionado artículo 24 constitucional reconoce el derecho de toda persona a 
profesar la creencia religiosa que más le agrade, lo cierto es que este mismo precepto enuncia que 
la práctica religiosa será libre siempre y cuando no constituya un delito o falta penados por la ley. 
Por tanto, es el propio texto constitucional el que señala que los delitos establecidos por el legislador 
ordinario serán una restricción al ejercicio de prácticas religiosas, como puede ser el sacrificio de 
animales. 
Amparo en revisión 365/2024. 22 de enero de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA SALUD. DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS VICTIMIZANTES Y 
ASPECTOS QUE ABARCA LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 
 
Hechos: Un bebé de meses de nacido presentó problemas en las vías urinarias, por lo que fue llevado 
a un hospital del Instituto Mexicano del Seguro Social, en donde fue diagnosticado y tratado 
inadecuadamente, lo que le provocó graves daños a su salud, pues desarrolló insuficiencia renal y 
requirió el trasplante de un riñón, que fue donado por su padre. 
Por dichos hechos, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió una Recomendación en 
contra del Instituto Mexicano del Seguro Social por negligencia médica, por lo que fijó medidas de 
reparación. Tiempo después, el niño rechazó el riñón trasplantado y su salud empeoró. Fue hasta 
que acudió a un hospital en otro país, donde recibió un segundo trasplante de riñón, que se ha 
mantenido estable. 
Frente a esta situación, la familia acudió ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y solicitó 
la reparación integral de todas las afectaciones padecidas. La Comisión determinó que la reparación 
del daño sólo podía considerarse desde que fue diagnosticado y tratado inadecuadamente hasta 
que se realizó el primer trasplante, por lo que no podían tomarse en cuenta las afectaciones 
posteriores, en tanto que éstas no fueron analizadas en la recomendación emitida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. Además, negó el pago por el daño moral y el daño físico del 
progenitor, que donó el riñón. 
Inconforme, la familia promovió un juicio de amparo indirecto que le fue negado, por lo que 
interpuso un recurso de revisión que correspondió conocer a la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 
Criterio jurídico: Para poder determinar la reparación integral del daño por la violación al derecho 
humano a la salud, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas debe considerar de manera amplia 
el hecho victimizante para contemplar todos los actos que ha causado la violación hasta su 
finalización, y no únicamente el primer acto que la detonó. Esto garantiza que las víctimas accedan 
a una adecuada reparación integral de todas las afectaciones sufridas que les permita estar en 
condiciones de rehacer su proyecto de vida. 
Justificación: El artículo 26 de la Ley General de Víctimas establece que las víctimas tienen derecho 
a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el 
daño que han sufrido como consecuencia del hecho victimizante que las ha afectado o las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido. 
Por su parte, el artículo 6, fracción X, de dicha ley define como “hecho victimizante” a los actos u 
omisiones que dañan, menoscaban o ponen en peligro los bienes jurídicos o derechos de una 
persona, convirtiéndola en víctima; cuestión que ocurre cuando una persona recibe un diagnóstico 
y tratamiento médico inadecuado, que pone en riesgo su salud. 
En ese sentido, cuando se está ante una negligencia médica, la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas debe analizar los hechos de manera integral para poder determinar cuáles fueron los daños 
que dicha vulneración ocasionó y poder fijar una reparación integral verdaderamente satisfactoria, 
que permita a las víctimas rehacer su proyecto de vida. 
Esto es así, porque si bien podría pensarse que el hecho victimizante es el suceso primigenio, 
consistente en el inadecuado tratamiento médico, lo cierto es que ese primer acto puede ocasionar 
otros más que están interconectados y que profundizan la violación al derecho humano a la salud 
de la víctima directa y de sus familiares. 
Por lo tanto, cuando existe una violación al derecho humano a la salud, derivado de una mala 
atención médica, los daños ocasionados se pueden ir complejizando y agravando en el tiempo si esa 
negligencia no es atendida, detenida, corregida ni reparada oportunamente. De ahí que interpretar 
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de manera aislada al hecho victimizante desnaturalizaría el derecho a la reparación integral del daño 
que debe cubrirse hasta el cese de esa afectación. 
Amparo en revisión 687/2024. 15 de enero de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez e Ivonne Karilu Muñoz García. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DELITOS SEXUALES COMETIDOS EN CONTRA DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. SON 
IMPRESCRIPTIBLES. 
 
Hechos: Una adolescente denunció la violencia sexual que sufrió por parte de uno de sus tíos cuando 
era niña. En el proceso penal el imputado señaló que, por el paso del tiempo, había prescrito la 
acción penal, por lo que no podía ser juzgado por el delito de abuso sexual equiparado, que es aquel 
cometido en contra de un niño o niña menor de doce años. 
Las autoridades judiciales de primera y segunda instancias concluyeron que la acción penal no había 
prescrito, ya que a la fecha en que fue formulada la denuncia, ya se encontraba en vigor la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en cuyo artículo 106 se establece que 
cualquier procedimiento jurisdiccional que involucre a una niña, niño o adolescente debe ser 
imprescriptible, por lo que condenaron al imputado a la pena de prisión prevista y al pago de la 
reparación del daño. 
En desacuerdo el sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que señaló que se había 
vulnerado el principio de no irretroactividad de la ley penal en su perjuicio, porque la regla de 
imprescriptibilidad de la citada Ley General no estaba vigente en el momento en el que se 
cometieron los hechos. Este asunto fue atraído por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, a petición del Tribunal Colegiado. 
Criterio jurídico: La imprescriptibilidad de los delitos sexuales cometidos en contra de personas 
menores de edad constituye una medida que garantiza su derecho de acceso a la justicia y responde 
al objeto de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, ya que permite que las 
personas que fueron víctimas de violencia sexual en su niñez o adolescencia denuncien los actos 
cuando se encuentren preparadas física, material y emocionalmente para hacerlo. 
Lo anterior, con el propósito de que estos delitos puedan ser investigados, sancionados y reparados 
de forma adecuada, sin que exista una limitación para tal efecto por el establecimiento de plazos de 
prescripción, los cuales no suelen atender a la situación de vulnerabilidad en la que se encontraban 
las víctimas cuando ocurrieron los hechos. 
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Justificación: La violencia sexual cometida en contra de niñas, niños y adolescentes es una 
experiencia sumamente traumática que vulnera su interés superior, su libertad y seguridad 
sexuales, así como sus derechos a vivir una vida libre de violencia y a la integridad personal. Estos 
actos causan un daño significativo que deja a la víctima vulnerada física y emocionalmente, crean 
un entorno hostil e inseguro que les expone a un temor constante, ponen en grave peligro su 
supervivencia y comprometen su adecuado desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 
Estas secuelas pueden afectar profundamente la capacidad de las víctimas para hablar de lo 
ocurrido, así como el momento en el que deciden hacerlo, lo que propicia que en muchos casos 
ocurra hasta la adultez. Este acto representa un gran ejercicio de valentía, ya que implica identificar 
y compartir una experiencia sumamente traumática con otra persona. 
Sin embargo, al denunciar años o, incluso, décadas después, muchas víctimas se enfrentan a un 
sistema penal que les niega la posibilidad de investigar los hechos y sancionar a los responsables, 
debido al tiempo transcurrido desde la comisión del delito. Esta respuesta institucional no sólo 
vulnera su derecho de acceso a la justicia, sino que profundiza el daño emocional generado al 
recordar la violencia sufrida y conocer que sus agresores quedarán impunes. 
De esta manera, al reconocer la profunda afectación que la violencia sexual tiene en niñas, niños y 
adolescentes, la imprescriptibilidad de los delitos sexuales cometidos en su contra constituye una 
medida especial que garantiza su derecho de acceso a la justicia, al reconocer que estas víctimas 
cuentan con un tiempo propio distinto al contemplado en las leyes penales, debido a la gravedad 
de los actos, las relaciones asimétricas y de confianza en las que se cometieron, así como el impacto 
físico, psicoemocional y social generado. 
Por lo tanto, aunque la prescripción es una figura que debe ser observada en materia penal, es 
inadmisible e inaplicable respecto de delitos sexuales cometidos en contra de personas menores de 
edad, lo que significa que estos delitos podrán ser investigados en cualquier momento. Sin que esto 
implique una afectación al derecho a la presunción de inocencia de la persona imputada, pues su 
responsabilidad deberá ser determinada “más allá de toda duda razonable” en un juicio que siga 
todas las formalidades del proceso. 
Amparo directo 16/2024. 26 de febrero de 2025. Mayoría de tres votos de las Ministras y el Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana 
Margarita Ríos Farjat y Loretta Ortiz Ahlf. Disidentes: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez e Itzel 
de Paz Ocaña. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. SU RECONOCIMIENTO COMO VÍCTIMA DE 
DELITOS FISCALES NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES. 



19 
 

 
Hechos: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público formuló querella ante el ministerio público en 
contra de una persona por la probable comisión de un hecho con apariencia de delito fiscal. Iniciada 
la carpeta de investigación y judicializado el asunto, se dictó vinculación a proceso. Inconforme con 
ello, la persona imputada promovió un juicio de amparo indirecto en el que, entre otras cosas, 
reclamó la inconstitucionalidad del artículo 92 del Código Fiscal de la Federación que reconoce la 
calidad de víctima a la referida Secretaría, al considerar que vulnera el derecho a la igualdad 
procesal. 
El Juez de Distrito negó el amparo porque consideró que la norma impugnada es constitucional. 
Ante ello, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión que fue enviado a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para resolver el problema de constitucionalidad planteado. 
Criterio jurídico: El reconocimiento de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público como víctima u 
ofendida en los procedimientos penales y juicios que se siguen por delitos fiscales se debe a que la 
comisión de esos ilícitos no sólo produce un perjuicio material a esa institución pública, sino que 
también daña el patrimonio de la nación. 
La intervención de la institución hacendaria, en su carácter de víctima u ofendida en los 
procedimientos penales, no significa que adquiera un carácter especial o que tenga ventajas 
procesales frente al resto de las partes. Su participación tiene como finalidad garantizar que los 
bienes jurídicos hacendarios del Estado sean representados por un órgano especializado en la 
materia. Por lo tanto, dicho reconocimiento no vulnera el derecho a la igualdad entre las partes en 
ese tipo de procedimientos. 
Justificación: La comisión de un delito fiscal no sólo afecta al fisco federal sino también el patrimonio 
de la sociedad como principal interesada en que se cumpla con el pago de las contribuciones de 
manera equitativa y proporcional, tal como lo exige el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. De ahí que las personas contribuyentes tengan la potestad 
de exigir, a través de un órgano especializado, en este caso la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, que no queden impunes los delitos fiscales y que se pague la reparación del daño causado. 
Es por ello que, mediante la reforma al artículo 92 del Código Fiscal de la Federación, publicada el 
diecisiete de junio de dos mil dieciséis en el Diario Oficial de la Federación, se reconoció el carácter 
de víctima u ofendida a la mencionada institución hacendaria en los procedimientos penales 
federales instruidos por delitos fiscales. Ello, permite promover juicios en contra de alguna 
resolución que deje impune una conducta delictiva y lograr que se repare el daño patrimonial 
causado a la nación. 
El contenido de esa disposición legal reconoce la participación activa y en condiciones de igualdad 
de dicha Secretaría en los juicios y procedimientos penales federales relacionados con delitos 
fiscales, lo cual garantiza que los intereses patrimoniales del Estado estén debidamente 
representados, sin que dicha participación implique que cuenta con prerrogativas distintas a las del 
resto de las partes. Lo anterior, porque si bien participa en el desarrollo de actos procesales como 
lo hace cualquier víctima u ofendido, no significa que sustituya la labor del ministerio público, que 
mantiene el monopolio sobre la acción penal y la carga de la acusación. 
En ese sentido, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público se encuentra en un plano de igualdad y 
no en una posición de ventaja diferenciada por su carácter de autoridad en esos asuntos. En 
consecuencia, el artículo 92 del Código Fiscal de la Federación no vulnera el principio de igualdad 
procesal que deriva de los artículos 1o. y 20, apartado A, fracción V, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
Amparo en revisión 798/2023. 3 de abril de 2024. Mayoría de tres votos del Ministro y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto particular. 
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Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara, Jonathan Santacruz 
Morales y Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de mayo de 2025 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 

Registro digital: 2030399 

Undécima Época  

Materia(s): Civil 

Tesis: 1 a./J. 57/2025 (11a.)   

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. PLAZOS PARA HACER VALER ACCIONES Y EXCEPCIONES 
RELATIVAS AL PAGO DE RENTAS TOTAL O PARCIAL, CUANDO SE ACTUALICE CASO FORTUITO O 
FUERZA MAYOR DURANTE SU VIGENCIA [INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1,162, 1,796 BIS, 
2,431 Y 2,432 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL (HOY CIUDAD DE MÉXICO)]. 
 
Hechos: En una controversia de arrendamiento inmobiliario en la que se demandó el pago de rentas, 
la parte demandada reconvino la rescisión del contrato y solicitó la absolución y/o reducción de las 
rentas generadas durante el tiempo en que la pandemia ocasionada por el virus SARS COVID-19 
impidió al arrendatario el uso total y parcial del inmueble arrendado. En primera instancia se 
consideraron parcialmente procedentes tanto la acción principal como la reconvención. Ambas 
partes apelaron y la alzada revocó la sentencia primigenia al considerar procedente la acción 
principal e improcedente la acción reconvencional porque se hizo valer una vez terminado el 
contrato. 
Contra esa determinación, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que el 
Tribunal Colegiado negó la protección constitucional, al considerar que de conformidad con los 
artículos 1,796, 1,796 Bis y 1,796 Ter del Código Civil para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México), 
se autoriza la modificación de un contrato ante un evento de caso fortuito o fuerza mayor, de 
manera que a partir de que ocurre el impedimento para el uso total o parcial del bien arrendado, el 
arrendatario puede dejar de pagar la renta y, si el impedimento subsiste por más de dos meses, 
puede, dentro de los treinta días siguientes a esos dos meses, solicitar la rescisión a la contraparte 
o ejercer la acción correspondiente ante la autoridad judicial, a fin de no dejar al arbitrio de una de 
las partes el cumplimiento del contrato. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión en el que alegó que la interpretación que 
hizo el Tribunal Colegiado transgrede sus derechos a la seguridad jurídica, de acceso a la justicia y 
de tutela judicial efectiva. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determina que las 
acciones a que se refieren los artículos 2,431 y 2,432 del Código Civil para el Distrito Federal (hoy 
Ciudad de México), relativas a la rescisión y modificación del contrato de arrendamiento cuando 
derivado de caso fortuito o fuerza mayor se genere el impedimento total o parcial del uso de la cosa 
arrendada por más de dos meses, deben ser ejercidas por el arrendatario en el plazo de treinta días 
a que se refiere el artículo 1,796 Bis del propio Código Civil. Sin embargo, cuando las referidas 
acciones no se hacen valer, las excepciones de pago de rentas total o parcial, pueden invocarse en 
el juicio que el arrendador inste en contra del arrendatario en el plazo de cinco años conforme al 
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artículo 1,162 de la mencionada legislación civil sustantiva, a efecto de finiquitar las obligaciones 
derivadas del contrato de arrendamiento de que se trate. 
Justificación: De acuerdo con lo establecido en los artículos 2,431 y 2,432 del Código Civil aplicables 
para la actual Ciudad de México, el arrendatario está protegido con la posibilidad de condonación o 
reducción de rentas hasta por dos meses cuando un imprevisto por caso fortuito o fuerza mayor se 
prolongue durante ese tiempo, pudiendo optar por la primera, en caso de que el impedimento de 
uso hubiese sido total y, por la segunda, en caso de que fuese parcial; ello, a través de la solicitud 
de rescisión o modificación que haga al arrendador, dentro de los treinta días siguientes a esos dos 
meses como se prevé en el numeral 1,796 Bis del ordenamiento en cita; así, el plazo establecido 
garantiza el respeto al derecho a la seguridad jurídica porque impide dejar al arbitrio de las partes 
el cumplimiento del contrato y evita que el arrendador quede en estado de indefensión al definirse 
los términos o rescisión del contrato. 
Sin embargo, las excepciones relativas a la exención de pago de rentas total o parcial, fundada en la 
actualización del caso fortuito o fuerza mayor que impidió el uso de la cosa arrendada para los fines 
pactados, no dependerá de la temporalidad de los referidos ordinales, sino de la obligación del 
juzgador de atender a la teoría de la imprevisión, esto es, de tomar en cuenta circunstancias 
extraordinarias imprevisibles ocurridas durante la vigencia del pacto. En el entendido de que ello es 
así, porque del artículo 1,162 del multicitado Código Civil deriva que si el arrendador cuenta con 
cinco años para reclamar dichas rentas, no existe justificación legal para que, al contestar la 
demanda en la que se haga valer ese reclamo, el arrendatario tenga oportunidad de excepcionarse 
invocando la causa de fuerza mayor, caso fortuito o acontecimiento imprevisible que hubiese 
afectado el cumplimiento del contrato, a efecto de que el juzgador analice la circunstancia particular 
y verifique si incidió en el cumplimento de las obligaciones con el objeto de procurar un equilibrio 
entre los contratantes, en virtud de que nadie está obligado en caso fortuito. 
En ese sentido, si acontecimientos extraordinarios imprevisibles como el caso fortuito y la fuerza 
mayor, impiden al arrendatario, que no hizo uso de las acciones a que se refieren los artículos 2,431 
y 2,432 del código en cita, el uso de la cosa arrendada por más de dos meses; puede invocar como 
excepción, la condonación o reducción por todo el tiempo en que hubiese durado el impedimento. 
Lo anterior, porque la falta de acción dentro de los plazos establecidos en aquellos ordinales, no 
implica un consentimiento tácito de los términos en que originalmente se pactó el contrato que 
impida excepcionarse en juicio, pues la persona juzgadora está obligada a analizar las causas 
extraordinarias que se hagan valer, a fin de que valore si dan motivo a una modificación que 
equilibre a las partes, ya que no puede pasarse por alto que si bien el arrendatario se obliga a pagar 
una renta para disfrutar de la cosa arrendada, el arrendador también se obliga a otorgarle el uso de 
la misma, el cual, de verse mermado por causas ajenas a los contratantes, obliga a la autoridad 
jurisdiccional, en caso de conflicto, a resolver procurando nivelar las cargas, de acuerdo a las 
circunstancias imprevisibles ocurridas. 
Amparo directo en revisión 1243/2024. Pape Arquitectura y Diseño, Sociedad Anónima de Capital 
Variable y Alejandra Díaz Braniff. 29 de enero de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Claudia Lissette Montaño Mendoza. 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de mayo de 2025 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2030412 

Undécima Época  

Materia(s): Civil 

Tesis: 1 a./J. 49/2025 (11a.)   

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. LA ACTITUD DILATORIA Y CONTUMAZ POR PARTE 
DEL DEMANDADO GENERA LA PRESUNCIÓN DEL VÍNCULO BIOLÓGICO. 
 
Hechos: Una señora demandó a un hombre el reconocimiento de paternidad de su hija menor de 
edad, para lo cual ofreció la prueba pericial en genética molecular. Esta prueba fue desahogada en 
el Instituto de Ciencias Forenses (INCIFO) y la perita única designada concluyó que el señor era el 
padre biológico de la niña. En desacuerdo, el demandado promovió un juicio de amparo que conoció 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se determinó que la norma 
que contemplaba la designación de un perito único era inconstitucional, por lo que debía reponerse 
el procedimiento para que dicho desahogo fuera de manera colegiada. 
En cumplimiento, el Juez solicitó a las partes que señalaran un perito para el desahogo colegiado de 
dicha probanza. Sin embargo, el demandado no lo designó, por lo que se determinó que el asunto 
se resolvería conforme al dictamen de la perita designada por la madre. Ante la falta de certeza 
sobre el domicilio del demandado, se ordenó que todas las notificaciones, incluidas las de carácter 
personal, serían por boletín judicial. 
El Juez señaló fecha y hora para la toma de las muestras genéticas, indicó el domicilio del INCIFO 
para realizar dicha diligencia y ordenó que un actuario judicial levantara constancia de esta 
actuación. Ante la inasistencia del demandado, el Juez determinó que se actualizó la presunción 
legal de paternidad y lo condenó al pago de una pensión alimenticia en favor de la niña. 
Ambas partes interpusieron sendos recursos de apelación. La Sala familiar confirmó la resolución, 
al considerar que la inasistencia del demandado a la toma de muestras genéticas evidenciaba una 
actitud dilatoria y contumaz. 
Inconformes, ambas partes promovieron sendos juicios de amparo directo. La madre argumentó 
que, dada la mala fe de su contraparte, debió condenársele al pago de costas de ambas instancias. 
Por su parte, el demandado sostuvo que la diligencia de toma de muestras genéticas fue ilegal, ya 
que no le fue notificada debidamente y se realizó en una hora y en un domicilio distintos a los 
indicados por el juzgador. 
El Tribunal Colegiado concedió el amparo al demandado al advertir inconsistencias formales en el 
acta circunstanciada de la diligencia de toma de muestras genéticas, particularmente, en cuanto al 
número del domicilio y la hora en que se llevó a cabo, por lo que ordenó la reposición del 
procedimiento. En consecuencia, sobreseyó en el juicio promovido por la madre de la niña. 
En contra de esta sentencia, ambas partes interpusieron sendos recursos de revisión. La madre 
sostuvo que el órgano colegiado privilegió formalismos, en perjuicio del interés superior de su hija, 
quien llevaba más de diez años en espera del reconocimiento de paternidad. Por su parte, el 
demandado argumentó que la sentencia recurrida no se pronunció sobre los recursos de apelación 
preventivos que había interpuesto. 
Criterio jurídico: En los juicios de reconocimiento de paternidad, cuando el presunto progenitor se 
niega expresamente a practicarse la prueba pericial en genética, se actualiza una presunción del 
parentesco consanguíneo. 
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Esta misma circunstancia ocurre cuando, a pesar de que no existe una oposición manifiesta, el 
presunto progenitor adopta una actitud dilatoria y contumaz para evitar que se determine con 
certeza su paternidad, aun cuando existen indicios previos del vínculo biológico. Por lo tanto, en 
estos casos, la persona juzgadora deberá atender al interés superior de la niñez, a los derechos 
involucrados y al tiempo transcurrido desde que inició el juicio, a fin de resolver lo conducente en 
torno a la filiación de la persona menor de edad. 
Justificación: Los juicios de reconocimiento de paternidad tienen como finalidad que una niña, un 
niño o un adolescente conozca su origen biológico, que pueda establecerse su filiación y que se 
reconozca su identidad. Por ello, cuando el presunto progenitor se niega expresamente a practicarse 
la prueba pericial en genética, opera la presunción de filiación, pues la protección del interés 
superior de la niñez no puede quedar supeditada a la voluntad del demandado. 
Por esa razón, cuando el demandado adopta una conducta dilatoria y contumaz durante el juicio, la 
persona juzgadora debe valorar dicha actitud procesal al momento de resolver sobre la filiación, ya 
que ésta puede interpretarse como una negativa tácita que impide que se conozca la verdad 
biológica. Esta valoración cobra especial relevancia cuando existen indicios del vínculo biológico (al 
haberse realizado previamente una prueba genética por un perito único, o bien, de manera privada) 
y cuando ha transcurrido un tiempo excesivo desde que inició el juicio, sin que haya sido posible 
dictar una sentencia definitiva debido a esa conducta procesal obstructiva. 
En ese sentido, la persona juzgadora podrá concluir que se actualiza una negativa tácita cuando el 
presunto progenitor obstaculice o prolongue de forma indebida el desarrollo del procedimiento al 
no señalar un domicilio específico para recibir notificaciones o señalarlo de forma errónea; al no 
designar un perito para la práctica colegiada de la prueba pericial en genética, a pesar de haberlo 
solicitado previamente; al no asistir a la cita para el desahogo de dicha prueba, aun cuando fue 
notificado correctamente; o bien, al interponer recursos en los que se reclame el incumplimiento 
de formalidades que no trascienden al resultado del fallo. 
Amparo directo en revisión 8235/2023. 16 de octubre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. El tema de la tesis se aprobó por 
mayoría de cuatro votos, ya que el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo estuvo ausente. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Juan Pablo Alemán Izaguirre. 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de mayo de 2025 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Undécima Época  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: 1 a./J. 62/2025 (11a.)   

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES (NNA) MIGRANTES. SU REPRESENTACIÓN JURÍDICA 
ESPECIALIZADA DEBE SER GRATUITA, EFECTIVA Y ADECUADA. 
Hechos: Un adolescente no acompañado solicitó el reconocimiento de la condición de refugiado a 
la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR), quien resolvió no reconocérsela ni otorgarle 
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protección complementaria. En un juicio de amparo indirecto manifestó que durante el 
procedimiento se omitió proporcionarle una representación jurídica especializada. El Juzgado de 
Distrito sobreseyó el juicio porque las autoridades señalaron que se le nombró un representante de 
una institución especializada en niñez. El quejoso interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: La representación especializada y efectiva de niñas, niños y adolescentes (NNA) no 
se agota con nombrar algún funcionario de una institución especializada, como las Procuradurías de 
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, sino que debe ser gratuita, efectiva y adecuada. Por lo 
tanto, resulta necesaria tanto la especialización de la persona representante jurídica, como la 
realización de actos jurídicos efectivos en todas las diligencias en las que participe. 
Justificación: La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que los Estados deben 
garantizar a las niñas, niños y adolescentes involucrados en procesos migratorios la asistencia 
jurídica gratuita mediante servicios estatales especializados de representación legal. Esta 
consideración la comparte el relator especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
al enfatizar la necesidad de asistencia jurídica gratuita para cualquier NNA involucrado en 
procedimientos migratorios. 
Las directrices del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) establecen 
que las personas designadas como representantes deben ser profesionales calificados con 
capacitación específica en temas de infancia, y que deben apoyar activamente en la defensa de los 
derechos e intereses del NNA durante todo el procedimiento. 
Nombrar a un abogado únicamente para cumplir con la formalidad procesal equivale a una defensa 
técnica inexistente. Para que una defensa sea adecuada es indispensable que el representante actúe 
con diligencia y realice actos jurídicos efectivos en todas las diligencias en las que intervenga, 
materializados en un conjunto de acciones que permitan una tutela efectiva en el contexto de los 
derechos de la niñez. Por ende, todo NNA migrante, incluso si está acompañado de un padre o tutor, 
debe tener acceso a una persona abogada propia que garantice su representación legal, 
independiente y efectiva, que asegure la protección integral de sus derechos. 
Amparo en revisión 400/2020. 29 de marzo de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez De Sollano. 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2025 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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RECONOCIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE PERSONA REFUGIADA. LAS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES TIENEN DERECHO A PROCEDIMIENTOS ESPECIALIZADOS DE ENTREVISTA. 
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Hechos: Un adolescente no acompañado solicitó el reconocimiento de la condición de refugiado a 
la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR), quien resolvió no reconocérsela ni otorgarle 
protección complementaria. En un juicio de amparo indirecto manifestó que durante el 
procedimiento de elegibilidad la autoridad omitió realizar entrevistas especializadas conforme a los 
parámetros internacionales en la materia que permitieran identificar sesgos y sus necesidades de 
protección internacional. La autoridad negó la existencia de tal omisión, por lo que el Juzgado de 
Distrito sobreseyó el juicio. El quejoso interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Las niñas, niños y adolescentes (NNA) que soliciten el reconocimiento de su 
condición de persona refugiada tienen derecho a procedimientos especializados de entrevista de 
elegibilidad, las cuales deben: 1) realizarse por personal capacitado en técnicas apropiadas para la 
niñez y la adolescencia; 2) considerar una forma adecuada de comunicarse con la niña, niño o 
adolescente solicitante, conforme a su especial situación de vulnerabilidad, de manera que puedan 
hacerse entender y comprender plenamente las preguntas que se les formulen; 3) realizarse en un 
entorno de confianza, confidencialidad y seguridad, proporcionando las condiciones necesarias para 
que puedan expresarse libremente, sin coacción ni temor a represalias; 4) reconocer que las NNA 
tienen derecho a que en todas las entrevistas esté presente su tutor, tutora o representante legal, 
sin que las opiniones de éstos sustituyan a las suyas; y 5) en caso de ser necesario, debe garantizarse 
la presencia de intérpretes, de manera gratuita. 
Justificación: Los procedimientos para determinar la condición de persona refugiada que involucren 
a NNA deben garantizar los derechos a buscar y recibir asilo –reconocidos en el artículo 11 
constitucional, en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, firmada el veintiocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y uno, y en otros instrumentos internacionales– y al debido proceso. 
Estos derechos deben interpretarse en consonancia con los derechos de la niñez y bajo el principio 
del interés superior de la infancia conforme a la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria 
y Asilo Político. 
Aunque la legislación no detalla medidas específicas para garantizar esos derechos, los estándares 
nacionales e internacionales establecen condiciones mínimas para asegurar que las solicitudes de 
refugio de NNA sean adecuadamente conducidas, examinadas y evaluadas. Seguir estas condiciones 
mínimas es especialmente relevante en las entrevistas de elegibilidad, en las cuales se recaban los 
elementos clave para identificar el riesgo de daño y las características de la persecución sufrida, y 
así establecer si se cumplen los requisitos para ser reconocidos con el estatuto de refugiados. 
Amparo en revisión 400/2020. 29 de marzo de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez De Sollano. 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2025 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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SOLICITUDES DE REFUGIO PRESENTADAS POR NIÑAS, NIÑOS O ADOLESCENTES (NNA). SE RIGEN 
POR UN ESTÁNDAR DE CREDIBILIDAD MODULADO Y LES APLICA EL PRINCIPIO DE BENEFICIO DE 
LA DUDA. 
 
Hechos: Un adolescente no acompañado solicitó el reconocimiento de la condición de refugiado a 
la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR), quien resolvió no reconocérsela ni otorgarle 
protección complementaria. En un juicio de amparo indirecto argumentó que al evaluar su solicitud, 
la autoridad incurrió en diversas omisiones que vulneraron sus derechos, entre ellas, la falta de 
representación legal y de entrevistas especializadas, lo que impidió constatar adecuadamente la 
situación de riesgo en la que se encontraba. La autoridad negó la existencia de esas omisiones, por 
lo que el Juzgado de Distrito sobreseyó el juicio. El quejoso interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Al evaluar las solicitudes de refugio presentadas por niñas, niños o adolescentes 
(NNA), la persona examinadora debe: 1) realizar un examen individualizado de los factores 
específicos de cada solicitante, como sus antecedentes personales, familiares y culturales; 2) 
entender la amplia variedad de factores que puede afectar la credibilidad de su relato, identidad y 
características personales, el desarrollo emocional y cognitivo, la salud mental, la apreciación del 
riesgo, el nivel de confianza, el trauma y la memoria autobiográfica, entre otros; 3) ser consciente 
de cómo sus propias circunstancias, creencias y sesgos pueden influir en la evaluación que realiza; 
4) ser cautelosa al evaluar la relevancia de las posibles discrepancias en los relatos que el NNA 
proporciona en diferentes momentos, considerando las condiciones de la entrevista, el fraseo de 
las preguntas, el estado físico y mental del solicitante, entre otros factores; 5) garantizar en todo 
momento el derecho del solicitante a aclarar cualquier posible inconsistencia en su relato o 
evidencia supuestamente contradictoria; y 6) si el relato adolece de problemas de credibilidad, no 
puede ser completamente verificado, o el solicitante tiene poca o nula evidencia e información 
limitada sobre los hechos que justifican su solicitud, debe decidir con base en todas las 
circunstancias conocidas y conceder el beneficio de la duda al NNA solicitante. 
Justificación: Los procedimientos para determinar la condición de persona refugiada en casos que 
involucren a NNA deben garantizar los derechos a buscar y a recibir asilo, así como al debido proceso 
y el principio del interés superior de la niñez. 
Aunque la legislación no detalla medidas específicas para hacer efectivos estos derechos, los 
estándares internacionales, como las “Directrices de protección internacional” del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), proporcionan un marco mínimo y una pauta 
interpretativa de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo de mil 
novecientos sesenta y siete para asegurar que dichas solicitudes de refugio sean examinadas con un 
enfoque diferenciado y particular. 
De dichas directrices se desprende que, si bien la carga de la prueba suele ser compartida entre el 
solicitante y la autoridad evaluadora, tratándose de NNA, esta última asume una mayor 
responsabilidad en la valoración de la solicitud. Las evaluaciones deben realizarse aplicando un 
estándar de credibilidad modulado, especialmente cuando los solicitantes no son acompañados, y 
basarse en un análisis exhaustivo de todas las circunstancias conocidas del caso. Cuando el relato 
no pueda ser completamente corroborado o existan inconsistencias menores, debe otorgárseles el 
beneficio de la duda siguiendo un enfoque humanitario y protector que priorice su interés superior. 
Esto deriva de que, como subrayan las directrices, en la mayoría de los casos su relato es la única 
fuente de información para identificar sus necesidades de protección. Por ello, el personal 
encargado debe contar con capacitación especializada para valorar su testimonio dentro del 
contexto de persecución alegado y de las condiciones de vulnerabilidad que traen aparejado. En 
este sentido, el Comité de los Derechos del Niño, en su Observación General No. 6 (2005) dispuso 
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que los procedimientos deben considerar en todas sus facetas factores como la edad, el género y 
las formas particulares de persecución sufridas por el NNA, lo cual incluye el estándar de 
credibilidad. 
Amparo en revisión 400/2020. 29 de marzo de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez De Sollano. 
Tesis de jurisprudencia 61/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiuno de mayo de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2025 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO 
DE AMPARO EN SU CALIDAD DE VÍCTIMA U OFENDIDA EN LOS PROCEDIMIENTOS PENALES 
FEDERALES INSTRUIDOS POR DELITOS FISCALES. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de distintos circuitos, al resolver respectivamente juicios de 
amparo en materia penal se pronunciaron de manera distinta sobre si la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, en su carácter de víctima u ofendida en los procesos penales de los que derivaron 
los actos reclamados, contaba con legitimación para acudir al juicio de amparo en contra de 
determinaciones emitidas en procesos penales seguidos por la comisión de delitos fiscales. 
Criterio jurídico: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en su carácter de víctima u ofendida, 
tiene legitimación para promover juicios de amparo en contra de las determinaciones dictadas en 
procesos penales que se sigan por delitos fiscales, pues representa el interés de la sociedad de 
salvaguardar el erario, que se integra con las aportaciones de todas las personas contribuyentes. 
Bajo esta lógica, dicha Secretaría no solamente está legitimada para esta defensa del patrimonio de 
la Nación, a fin de que sea suficiente para satisfacer las necesidades sociales a través del gasto 
público, sino también para vigilar que todas las personas participen de la carga pública de la manera 
proporcional y equitativa que ordena la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Justificación: El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política prevé que la justicia en la 
imposición de tributos se sustente en requisitos de generalidad y abstracción, pero también en que 
permitan conservar un esquema equitativo en la manera en que la ciudadanía cumple con su deber 
de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas. 
En ese sentido, los contribuyentes tienen la potestad de exigir, a través de un órgano especializado, 
en este caso, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que no queden impunes los delitos fiscales 
que afectan el patrimonio del Estado y a que se pague la reparación del daño causado. 
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La comisión de delitos fiscales no sólo afecta al fisco federal, sino también al patrimonio de la 
sociedad como principal interesada en que se cumpla con el pago de las contribuciones, pues con 
ello se asegura el gasto público. Por esa razón, todos los contribuyentes tienen la potestad de exigir, 
a través de un órgano especializado, como lo es dicha Secretaría, que no queden impunes los delitos 
fiscales y que se repare el daño que ocasionan. 
Así, el artículo 92 del Código Fiscal de la Federación, vigente a partir del diecisiete de junio de dos 
mil dieciséis, reconoció a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público como víctima u ofendida de los 
delitos fiscales, en cuyos procesos actúa en un plano de igualdad frente a la persona imputada, lo 
que permite establecer que, como parte en el proceso penal, está legitimada para promover el juicio 
de amparo en contra de resoluciones que se dicten en procesos penales instruidos por la comisión 
de delitos previstos en el Código Fiscal de la Federación, en términos de los artículos 1o., 5o., 
fracción I, 6o. y 170, fracción I, párrafo segundo, de la Ley de Amparo. 
Al determinar esa legitimación no es aplicable la regla establecida en el artículo 7o. de la Ley de 
Amparo que exige que el juicio de amparo sólo puede ser promovido por una persona moral oficial 
cuando se afecte su patrimonio respecto de relaciones jurídicas en las que se encuentren en un 
plano de igualdad con los particulares. En este caso, si bien el erario no es el patrimonio de la 
Secretaría mencionada, ésta posee un carácter de guardián respecto al patrimonio nacional, 
integrado en gran medida por las aportaciones tributarias de la sociedad. 
Por lo anterior, la legitimación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para promover un 
juicio de amparo en las condiciones señaladas se sustenta en que actúa en representación de los 
derechos fundamentales de quienes contribuyen al gasto público, a fin de asegurar la reparación de 
daños o perjuicios ocasionados conforme al artículo 109, fracción XXV, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que constituye parte del objeto del proceso penal acusatorio en términos 
del artículo 20, apartado A, fracción I, de la Constitución Política. 
Además, de esta forma la referida Secretaría cumple con su deber de garante especializado del 
sistema tributario del país, y de vigilar la observancia del principio de generalidad tributaria, que 
establece, como un aspecto inherente a la responsabilidad social, la obligación constitucional de la 
ciudadanía de contribuir al gasto público de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
leyes. 
Contradicción de criterios 154/2022. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito. 2 de abril de 2025. Mayoría de tres votos del Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien está con el sentido, pero se aparta de los párrafos 
setenta y uno a setenta y cuatro y reservó su derecho para formular voto concurrente, y de las 
Ministras Ana Margarita Ríos Farjat y Loretta Ortiz Ahlf. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara, Jonathan Santacruz Morales y Edwin 
Antony Pazol Rodríguez. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 12/2020, en el que consideró que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público no podía acudir al juicio de amparo porque no bastaba que en el proceso penal 
tuviera el carácter de víctima u ofendida del delito fiscal de conformidad con el artículo 92 del 
Código Fiscal de la Federación, sino que en términos del artículo 7o. de la Ley de Amparo se causara 
afectación al patrimonio de esa Secretaría respecto a relaciones jurídicas en las que se encontrara 
en un plano de igualdad con la persona imputada tercero interesado; y, 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 163/2021, en el que estimó que la Secretaría de Hacienda y 
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Crédito Público sí tenía legitimación para acudir al juicio de amparo y no era necesario atender al 
artículo 7o. de la Ley de Amparo, sino únicamente a sus numerales 5o., fracción I y 170, fracción I, 
párrafo segundo y 92 del Código Fiscal de la Federación. 
Tesis de jurisprudencia 32/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de abril de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2025 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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USUARIO FINAL DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. SEA PROPIETARIO O NO DEL INMUEBLE 
EN QUE LA RECIBE, ESTÁ LEGITIMADO PARA IMPUGNAR LOS AJUSTES DE FACTURACIÓN, AUN 
CUANDO NO HAYA SIDO QUIEN SUSCRIBIÓ EL CONTRATO DE ADHESIÓN RESPECTIVO. 
 
Hechos: Los tribunales contendientes sostuvieron criterios distintos en cuanto a la legitimación de 
un usuario final del servicio de energía eléctrica para impugnar un ajuste de facturación en los casos 
en que esa persona no haya sido quien firmó el contrato de adhesión respectivo. Uno de ellos 
sostuvo que solamente la parte que firmó el acuerdo de voluntades al solicitar el suministro es quien 
está legitimado para inconformarse, ya que se trata de una de las partes del contrato. El otro, en 
cambio, sostuvo que si el propietario del inmueble en que se recibe el suministro es el usuario final, 
consumidor y responsable de facto del pago de ese servicio sí está legitimado para impugnar los 
ajustes de facturación, toda vez que es quien se podría ver afectado en sus derechos, aun cuando 
no fue parte en el referido contrato. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
usuario final del suministro de energía eléctrica sí está legitimado para impugnar los ajustes de 
facturación, aun cuando no haya sido quien firmó el contrato de adhesión respectivo, 
independientemente de que esa persona sea propietaria o no del bien inmueble en que se reciba el 
suministro. 
Justificación: La legislación aplicable en materia de suministro de energía eléctrica no prevé los casos 
en que la persona que firmó el contrato de adhesión para solicitar el servicio deja de ser quien la 
consume para uso propio. Sin embargo, tanto la Ley de la Industria Eléctrica como su Reglamento y 
las Disposiciones Administrativas de Carácter General que Establecen las Condiciones Generales 
para la Prestación del Suministro Eléctrico protegen el derecho de los usuarios finales de defenderse 
de los actos de autoridades y de los suministradores que estimen contrarios a sus intereses. 
Por ende, el usuario final, como persona que consume para beneficio propio y paga el servicio de 
energía eléctrica, sí está legitimada para acudir a los órganos jurisdiccionales a defender los 
derechos que estime violados, aun cuando no sea la persona que firmó el acuerdo de voluntades 
por virtud del cual se solicitó el suministro en un inmueble o domicilio determinado e 
independientemente de que sea propietaria o no del bien inmueble en que se recibe el servicio. 
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Esto es así, toda vez que ese usuario final del suministro de la energía eléctrica es quien podría ver 
afectados sus derechos en caso de que se le incrementen las tarifas o se le suspenda el servicio. 
Estimar lo contrario significaría dejarlo en estado de indefensión, toda vez que se vería obligado a 
pagar la cantidad determinada por el suministrador en un ajuste de facturación, aunque lo considere 
incorrecto, para evitar la suspensión del servicio, pero sin poder inconformarse con ella al no ser 
parte del contrato de adhesión respectivo. 
Contradicción de criterios 320/2023. Suscitada entre el Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región. 5 de marzo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito 
(Región Centro-Sur), al resolver el amparo directo 544/2022, en el que determinó que el propietario 
actual de un bien inmueble no está legitimado para impugnar el ajuste de facturación por consumo 
de energía eléctrica cuando no haya sido el contratante original del servicio; ello, toda vez que el 
artículo 78 del Código de Comercio establece que la celebración de un contrato obliga sólo a sus 
contratantes al cumplimiento de lo expresamente pactado en él, en la manera y términos que 
aparezca que quisieron hacerlo, así como las consecuencias que de él deriven; de forma que, si la 
parte quejosa no celebró contrato alguno de servicio de energía eléctrica con la Comisión Federal 
de Electricidad no se encuentra en aptitud de solicitar su cumplimiento al no haberse obligado a 
ello, sin que obste que el suministro eléctrico pudiera brindarse en un lugar que afirma es su 
domicilio. 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
al resolver el amparo directo 1063/2021 (cuaderno auxiliar 24/2022), dictado en apoyo del Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito (Región Centro-Norte), en el que sostuvo 
que el propietario actual de un bien inmueble sí se encuentra legitimado para impugnar el ajuste de 
facturación por consumo de energía eléctrica, a pesar de que no haya sido el contratante original 
del servicio, porque de conformidad con la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica se entiende 
como usuario del servicio a la persona que tiene un contrato de adhesión y recibe el fluido de 
energía eléctrica en su domicilio, carácter que no se limita a quienes contrataron originalmente el 
servicio, sino que se extiende a aquellas que se sustituyeron al usuario original, ya que la adhesión 
de una persona a un contrato de suministro de energía eléctrica puede manifestarse de distintas 
formas; es decir, la voluntad puede ser expresa o tácita, pero en ambos casos denotan la voluntad 
del particular para que se le preste dicho servicio público y, a su vez, también puede advertirse la 
voluntad tácita de la Comisión Federal de Electricidad al seguir prestando ese servicio público; por 
ende, no puede ser desconocido por el juzgador que a la parte quejosa se le ha venido prestando el 
servicio por varios años en un inmueble de su propiedad. 
Tesis de jurisprudencia 26/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dos de abril de dos mil veinticinco. 
Nota: De la sentencia dictada en el amparo directo 1063/2021 (cuaderno auxiliar 24/2022), resuelto 
por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa, derivó la tesis aislada (V Región)1o.4 C (11a.), de rubro: "LEGITIMACIÓN PARA 
DEMANDAR LA NULIDAD DEL OFICIO DE AJUSTE DE FACTURACIÓN POR CONSUMO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA. LA TIENE LA PROPIETARIA ACTUAL DEL INMUEBLE DONDE SE PRESTA ESE SERVICIO 
PÚBLICO, CUANDO TAMBIÉN TENGA LA CALIDAD DE CONSUMIDORA Y USUARIA FINAL, AUNQUE EL 
CONTRATO DE ADHESIÓN SE ENCUENTRE A NOMBRE DEL DUEÑO ANTERIOR.", publicada en el 
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Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 18, Tomo IV, octubre de 
2022, página 3581, con número de registro digital: 2025390. 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2025 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de mayo de 2025, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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